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SUPUESTO N.º 58

MODIFICACIÓN ACUERDO MARCO

ENUNCIADO

La Consejería de Educación y Empleo de una Comunidad Autónoma convocó
licitación por procedimiento abierto y tramitación ordinaria para la adjudicación
del «Acuerdo Marco de servicios de transportes a centro docentes de la Conse-
jería, para los servicios cuya necesidad se presente durante los cursos escolares
2023/2024 y 2024/2025».

Los pliegos de prescripciones técnicas y de cláusulas administrativas parti-
culares establecían el número de rutas a realizar, así como la determinación de
los parámetros que definen tanto el presupuesto como el precio total de los con-
tratos basados, no encontrándose permitidas las modificaciones previstas en el
acuerdo marco.

Adjudicado el contrato, tras su formalización, la empresa adjudicataria rea-
liza una interpretación de los pliegos y con base en dicha interpretación presenta
nuevos parámetros de facturación, distintos de los que ofertó como respuesta
empresarial de acuerdo con los recogidos en los pliegos del acuerdo marco for-
malizado, siendo estos precios máximos de licitación.

Entiende el adjudicatario que se deben aplicar unos precios unitarios distintos
a los de su oferta y por conceptos distintos a los establecidos en el pliego de
cláusulas administrativas particulares.

A la vista de las alegaciones presentadas por la adjudicataria, tras la corres-
pondiente negociación, el órgano de contratación procedió a la modificación
del acuerdo marco, incorporando nuevos servicios y nuevos precios unitarios.

Se solicita de Vd. que informe acerca de la adecuación de las actuaciones
llevadas a cabo por el órgano de contratación.

SOLUCIÓN PROPUESTA

El órgano de contratación, mediante la modificación realizada, ha introdu-
cido en el objeto del acuerdo marco una serie de servicios nuevos, con sus
correspondientes precios.

354



La LCSP establece en su artículo 222.1 que los acuerdos marco y los contratos
basados podrán ser modificados de acuerdo con las reglas generales de modifi-
cación de los contratos, sin que puedan introducir por contrato basado modifi-
caciones sustanciales respecto de lo establecido en el acuerdo marco, ni los
precios unitarios resultantes puedan superar en un 20% a los precios anteriores
a la modificación, y sin que en ningún caso puedan ser precios superiores a los
que las empresas parte del acuerdo marco ofrezcan en el mercado para los mis-
mos productos.

Para poder identificar si la decisión tomada por el órgano de contratación es
correcta se debe proceder, en atención al artículo citado, a analizar dos cir-
cunstancias:

1º. Si la modificación se ha realizado de acuerdo con las reglas generales
de modificación de los contratos.

2º. Si la modificación realizada supone una modificación sustancial.

En primero lugar, respecto a las reglas generales de modificación de los con-
tratos, la regulación que prevé la LSCP sobre modificaciones contractuales se
encuentra recogida en los artículos 204 y 205, distinguiendo según se encuentre
o no prevista y regulada en los pliegos de cláusulas administrativas la modifica-
ción.

Así, de conformidad con el artículo 204, los contratos podrán modificarse
durante su vigencia hasta un máximo del 20% del precio inicial cuando en los
pliegos de cláusulas administrativas particulares se hubiere advertido expresa-
mente de esta posibilidad, en la forma y con el contenido siguiente:

La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, en sus informes 87/21
y 28/2018, establece que la alteración de la naturaleza global del contrato tiene
lugar cuando se cambian de modo sustancial las prestaciones que constituían su
objeto primigenio o cuando se cambia la naturaleza del contrato, que pasaría a
ser de otro tipo distinto del que se licitó inicialmente. La formulación y contenido
de la cláusula de modificación deberá ser tal que en todo caso permita a los
candidatos y licitadores comprender su alcance exacto e interpretarla de la
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«a) La cláusula de modificación deberá estar formulada de forma clara, precisa e
inequívoca.

b) Asimismo, en lo que respecta a su contenido, la cláusula de modificación deberá
precisar con el detalle suficiente: su alcance, límites y naturaleza; las condiciones en
que podrá hacerse uso de la misma por referencia a circunstancias cuya concurrencia
pueda verificarse de forma objetiva; y el procedimiento que haya de seguirse para
realizar la modificación (…)

En ningún caso los órganos de contratación podrán prever en el pliego de cláusulas
administrativas particulares modificaciones que puedan alterar la naturaleza global
del contrato inicial».



misma forma y que, por otra parte, permita al órgano de contratación comprobar
efectivamente el cumplimiento por parte de los primeros de las condiciones de
aptitud exigidas y valorar correctamente las ofertas presentadas por estos.

Como ha manifestado la Consejería, en el pliego de cláusulas administrativas
del acuerdo marco no se establecía ninguna modificación prevista del contrato,
por lo que debemos analizar si con la modificación llevada a cabo por el órgano
de contratación y el adjudicatario del acuerdo marco, se ha producido una
modificación de las recogidas en el artículo 205 de la LCSP, esto es, modifica-
ciones no previstas en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

A este respecto, y de conformidad con el citado artículo, las modificaciones
no previstas en el pliego de cláusulas administrativas particulares o que,
habiendo sido previstas, no se ajusten a lo establecido en el artículo 204 de la
LCSP, solo podrán realizarse cuando la modificación en cuestión cumpla los
siguientes requisitos:

a) Que encuentre su justificación en alguno de los siguientes supuestos:

— Cuando deviniera necesario añadir obras, suministros o servicios adi-
cionales a los inicialmente contratados, siempre y cuando el cambio de con-
tratista no fuera posible (sin que se considerare un inconveniente significativo
la necesidad de celebrar una nueva licitación para permitir el cambio de
contratista) y la modificación del contrato implique una alteración en su
cuantía que no exceda, aislada o conjuntamente con otras modificaciones
acordadas conforme al artículo 205, del 50 % de su precio inicial, IVA
excluido.

— Cuando la necesidad de modificar un contrato vigente se derive de
circunstancias sobrevenidas y que fueran imprevisibles en el momento en
que tuvo lugar la licitación del contrato, siempre y cuando la necesidad de
la modificación se derive de circunstancias que una Administración diligente
no hubiera podido prever, la modificación no altere la naturaleza global del
contrato e implique una alteración en su cuantía que no exceda, aislada o
conjuntamente con otras modificaciones acordadas conforme al artículo 205,
del 50 % de su precio inicial, IVA excluido.

— Cuando las modificaciones no sean sustanciales. Se tendrá que justificar
especialmente la necesidad de estas, indicando las razones por las que esas
prestaciones no se incluyeron en el contrato inicial.

b) Que se limite a introducir las variaciones estrictamente indispensables para
responder a la causa objetiva que la haga necesaria.

Todo ello, con base en lo establecido por la Directiva 2014/24/UE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, que en sus conside-
randos 108 y 109, aborda las situaciones que pueden acaecer a los poderes

100 casos prácticos esenciales en contratación pública

356



adjudicadores. Estos pueden tener que enfrentarse a situaciones en las que resul-
ten necesarios obras, suministros o servicios adicionales (cuando las entregas
adicionales constituyan, bien una sustitución parcial, bien una ampliación de
los servicios o de los suministros o de las instalaciones existentes, cuando un
cambio de proveedor obligue al poder adjudicador a adquirir material, obras o
servicios con características técnicas diferentes, dando lugar a incompatibilida-
des o a dificultades técnicas de uso y de mantenimiento desproporcionadas) o
encontrarse con circunstancias ajenas que no podían prever cuando adjudicaron
el contrato, en particular, si la ejecución del contrato se extiende durante un
largo período de tiempo (circunstancias que no podrían haberse previsto aunque
el poder adjudicador hubiera preparado con razonable diligencia la adjudica-
ción inicial, teniendo en cuenta los medios a su disposición, la naturaleza y las
características del proyecto concreto; las buenas prácticas en el ámbito de que
se trate y la necesidad de garantizar una relación adecuada entre los recursos
empleados en la preparación de la adjudicación y su valor previsible).

En estos casos, sí considera la Directiva 2014/24/UE que hace falta cierto
grado de flexibilidad para adaptar el contrato a esas circunstancias sin necesidad
de un nuevo procedimiento de contratación.

De las alegaciones presentadas por el adjudicatario, incorporadas al expe-
diente, se determina que no se cumple con los dos primeros supuestos estable-
cidos, por no tratase de servicios adicionales, dado que los pliegos técnicos
recogían de manera clara tanto los servicios a realizar como el modo de factu-
ración, ni derivarse la situación de circunstancias que una Administración dili-
gente no hubiera podido prever.

Tal y como ha quedado acreditado en el expediente, la empresa adjudicataria
realiza una interpretación de los pliegos y con base en dicha interpretación pre-
senta nuevos parámetros de facturación, distintos de las que ofertó y por con-
ceptos distintos a los establecidos en el pliego de cláusulas administrativas par-
ticulares.

En segundo lugar, respecto al tercer supuesto establecido por la norma,
«Cuando las modificaciones no sean sustanciales (…)», debemos entrar a valorar
si la modificación realizada en el objeto del acuerdo marco de servicios,
mediante una negociación entre el órgano de contratación y el adjudicatario, se
ha producido una modificación de carácter sustancial, en cuyo caso, no podrá
llevarse a cabo la modificación, aun cuando esta responda a circunstancias
sobrevenidas imposibles de prever en el momento en que tuvo lugar la licitación.

El propio artículo 205 de la LCSP ya recoge que una modificación de un
contrato se considerará sustancial cuando tenga como resultado un contrato de
naturaleza materialmente diferente al celebrado en un principio y siempre que
se cumpla una o varias de las condiciones siguientes:

Supuesto n.º 58. Modificación acuerdo marco
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Este libro pretende redefinir la aproximación tradicional a la 
contratación pública con un enfoque innovador, una siste-
mática visual y práctica en la presentación de casos. No es 

un manual teórico estático, es una experiencia dinámica y com-
pleta que abarca todos los aspectos esenciales de la contratación 
pública.
Cada caso seleccionado meticulosamente ofrece una visión 
integral de 360º, generando situaciones prácticas que reflejan 
la diversidad de esta materia. A diferencia de manuales conven-
cionales, la obra no reproduce la Ley de forma monótona, aborda 
temas actuales, cruciales y relevantes, sumergiendo al lector en 
el supuesto aportando detalles esenciales, permitiendo anticipar 
problemas generales y matizando soluciones en función de varia-
bles como el sujeto contratante, el recurrente, el acto recurrido, 
tipo de contrato y otras cuestiones que afectan a la perspectiva 
con que resolver el supuesto. Cada caso se presenta de manera 
estructurada, evitando la falta de conexión entre situaciones y 
aborda temáticas cruciales, asegurando una cobertura integral de 
todas las incidencias que pueden surgir en el ámbito tratado.
La interpretación es práctica respaldada por profesionales reco-
nocidos, con argumentos sólidos y el acompañamiento de la 
norma, jurisprudencia, doctrina, etc. Los autores, todos de reco-
nocido prestigio, ofrecen una profundidad, visión desde su propia 
óptica personal y experiencia acumulada y en cada caso. 
Es un recurso valioso para perfiles como responsables de compra 
pública, empresas contratistas, opositores, estudiantes. Desde 
el principiante hasta el experto, todos encontrarán valor en estas 
páginas, que ofrecen un viaje coherente y conectado abordando 
todo lo que se necesita saber en la práctica de la contratación 
pública.




